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SALA SEGUNDA

Recurso  núm.  2320/89

Sección Cuarta

Excuos. snñoRes:
ASUNTO: Amparo promovido por

COLEGIO OFIC]AL DE ARQUITECTOS

DE EXTREMADURA.

SOBRE: Sentencia de la  Sala 3a

de 1o Contencioso-

Administrativo de1 Tribunal

Supremo, resolutoria en apela-

ción de Ia dict,ada por ]a Au-

d ienc ia Terr i tor ia l  de

Cáceres, efi  procedimiento so-

bre denegación de1 visado del

proyecto de construcción de

dos viviendas.

La Sección ha examinado el recurso de amparo promo-

vido por el Colegio Oficial de Arquitectos de Extremadura.

I. AI\¡ITECEDENTES

1.-  EI  d la  22 de noviembre de 1- .989 tuvo su entrada

en el Registro General de este Trlbunal eL recurso de anparo

interpuesto por don Francisco Alvarez del- Va1le, Procurador de

fos Trlbunales y del Colegio Oficial de Arquit.ectos de
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Extremadura, contra Sentencia de 25

Ia Sala Tercera del Tribunal Supremo

apelación sobre 1a dictada por Ia

Cáce res .

de sept iembre de 1.989 de
por Ia que se resuelve en

Audiencia Territ,orial de

2.-  Los hechos de los que trae or lgen la presente

demanda de anparo son, en sfntesis, los siguientes:

a) Por Sentencj-a de 9 de marzo de 1-.988, Jd Au-

diencia Terri-torial de Cáceres desestimó un recurso

contencioso-admlnistrativo interpuesto por eI Colegio Oficial

de Arquitectos de Ext.remadura contra "la resolución

denegratorla, por silencio administrativo del Colegio Oficial de

Aparejadores y Arqui tectos Técnicos de Cáceres,  sobre acuerdo,

cuya fecha se desconoce, d€ visar proyect,o de construcción de 2

viviendas " .

b) En la apel-ación sustanciada, la ahora recu-

rrente sol icitó la revocación de la Sentencia impugnada por ra-

zones que afectaban al fondo del asunto, y €D part icular en re-

lación a J-a interpretación de la Ley de Atribuciones Profesio-

nales de Ios IngenÍeros y  Arqui tectos Técnicos.

c) El Tribunal Supremo en su Sentencia de 25 de

sept iembre de 1.989 resolv ió  en at .enc ión a que eI  recurso

contencioso-administrativo formulado en primera instancia era

inadmisible aI no haber quedado abierta dicha vla. Fundamentó

su decis ión en la  c l rcunstancia de que e l  Col -egio of ic ia l  recu-

rrente interpuso previamente recurso de reposicj-ón contra el

acto inicialmente impugnado, cuando procedla eI de al-zada, por

1o que declaró la inadmisibi l idad del recurso.

3. - EI recurrente al-ega en su demanda que se ha

vulnerado el derecho a l-a tutela judicial efecLiva reconocldo

por  eI  ar t .  24.L de Ia  Const i tuc ión.  EI  Colegio hoy recurrente

int,erpuso recurso administrativo previo a fa vfa judicial que

entendió que era el de reposición ant,e el Colegio Oficlal de
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Aparejadores y Arquitectos Técnicos aut,or del acuerdo inicial-

mente lmpugnado, que se l imitó a no resolver el recurso, por l-o
gue frente a la desestimación presunta por sllencio administra-
t ivo se acudió a la vfa jur Ísdiccional .  En fase de apelaclón,
la Sentencj-a ahora impugnada estima que no procede el recurso

de reposic ión,  s ino eI  de aLzada ante eI  Consejo General  de Ia
propia organización a la que pertenece el Colegio cont,ra el que

se recurrj-ó, corr 1o cual se impide no sólo iniciar la acción en

su momento, y en su caso subsanar eI defecto, sino que además

se prima la irregular actuación del Colegio Oficial de

Aparejadores que fue parte en e1 proceso: porque si  efect iva-

mente el recurso estaba mal calif icado, y se present,ó ante un

órgano que no debla resoJverlo, 1o que debió hacer, €o primer

1ugar, como le impone 1a Ley, fue recalif icar el recurso de

of icio, y en segundo 1ugar, remitir l-o al órgano competent,e
(ar ts .  t t4 .2  y  L23 LPA) .  No só Io  no  1o  h izo  as l ,  s ino  que f ren-

te a Ia voluntad de1 recurrente de atacar el- acto impugnado, se

Ie impide ejercer su derecho a l -a tutela judic ia l  efect iva,  be-

neficiándose 1a organización colegial de su propio anormal fun-

cionamiento.

4.-  La Sección Cuarta de est ,e Tr ibunal ,  POL Provj--

dencia de t2 de febrero de 1.990, acordó poner de manif iesto la
posible exlstencia de la causa de inadmisibil idad que regula el

art .  50.1.c)  de l -a LOTC, por carecer la demanda manif iestamente

de cont,enido const i tucional .  Por el lo,  conforme aL art .  50.3 de

Ia LOTC, s€ ot,orgó un plazo común de diez dfas al solicitante

de amparo y aI Ministerio Fiscal para que formulen las alega-

ciones que est , imen procedentes.

5.-  EI  recurrente,  por escrÍ to que tuvo su entrada

en este Tr ibunal  eI  23 de febrero de i - .990, t ras manifesLar su

sorpresa ante la presunta carencia de contenido constitucional

de fa demanda, insiste en los argumentos sostenidos en la de-

manda. Apl icando la doctr ina de este Tr ibunaf (SSTC 39/85,

22 /85 ,  36 /AA,  74 /83  y  55 /86) ,  sos t iene que cuando se  in te rpre-

tan de forma desproporcionada los presupuestos procesales se
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incurre en una viol-ación de la tutela judicÍal efectlva que co-

rresponde examlnar y tutelar al Tribunal Constitucional. En
part icular se ref iere a Ia doctr ina sentada en Ia STC 62/86,

supuesto en que se otorgó eI amparo respecto de1 cual la única

diferencia radj-ca en que en este caso sf se ha interpuesto un

recurso aüninistrativo previo. De forma, eu€ a pesar de que el

recurrenLe intentó de manera inequlvoca cumplir todos los pre-

supuestos procesales la Sentencia impugnada 1e priva de la ac-

ción, causándole lndefensión.

6 . -  Por  su  par te  e I  F isca l ,  For  escr i to  reg is t rado

e] 23 de febrero de 1.990, manif iesta que según rei terada doc-

trina de este Tribunal-, iniciada por Ia Sentencia 19 / 8t, la t,u-

te la judic ia l  ha de interesarse por los cauces dispuestos por

las leyes procesales y que un faLl-o judicial no falta al deber

de justicialidad si contiene un pronunclamiento de

inadmisibil idad, siempre que esté fundado en una causa

obstatlva expresament,e prevista en la Ley e interpretada en eI
posibl-e sentido de favorecer eI ejercicio del derecho fundamen-

ta1. En este caso, Ia interpretación que ha prevalecido no es

legalista, con predominj-o de formalismo enervant,e, sino la úni-

ca posible que se desprende de] claro texto de los preceptos.

Por consiguiente,  ínteresa la inadmisión de1 recurso.

II. - FT'NDAMENTOS JURIDICOS

Unico,-  En e l  presente caso se recurre cont . ra  una

Sentencia que declara Ia inadmisibi l idad de un recurso

contencioso-administrativo en apelación por aplicación del-

apar tado c)  de l  ar t .  82 de Ia  Ley de la  Jur isd icc lón

Cont ,enc ioso-Adminis t rat iva en re lac ión con e l  ar t .  37.2,  QU€

dispone que serán directamente recurribles los actos de las

Corporaclones Prlbl icas "salvo guo, de modo expreso, fueran sus-

ceptibles de recurso en vla administrativa ant,e cualquier otro
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Organismo o Ent idad" .  Entre d ichas excepciones se hal la  Ia  pre-

vista en los Estatut,os del Consej o General y Co1egj-os de

Apare j adores y Arquit,ect,os Técnicos (Decreto L47 t/ 1977 ) ,  cuyo

a r t .  50 ,  pá r ra fo  1a  d i ce :  "Con t ra  l os  acue rdos  de1  Co1eg io ,  1os

colegiados podrán recurr i r  en a lzada ante eI  Consejo Genera l  en

eI plazo de quince dlas hábiles a contar del siguient,e a Ia fe-

cha de pubi. icación o notif icación del acto recurrido". Enten-

diendo que la referencia a los colegiados ha de extenderse a

quienes no Lo son,  la  resoluc ión contra la  gue se recurre en

amparo interpreta que debió interponerse contra el acuerdo de

visar el proyecto de construcción de viviendas adoptado por eI

Colegio oficial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos de

Cáceres un recurso de alzada ante el Consejo General de la or-

ganización, en vez del de reposición, puesto que es el úrnico

que agot,a la vf a adminj-strativa prevla.

Conforme a reiterada doctrina de este Tribunal

Const i tuc ional ,  €1 derecho a 1a tu te la  jud ic ia l -  e fect iva se sa-

t isface cuando se obtiene una resolución fundada en Derecho,

que puede ser de inadmisión, siempre que concurra una causa le-

gaf y asl Io acuerde el órgano judicial en aplicación razonada

de Ia misma. En este caso, €1 TribunaL supremo se ha l imitado a

aplicar de forma razonada Ia causa legalmente prevista para de-

cretar Ia lnadmisión del recurso contencioso-administrativo. La

interpretación que se ha realizado no es formalist,a, sino con-

forme a Derecho.  Por  e11o,  €1 recurrente no ha v is to lesÍonedo

su derecho a la tutela judicial en tanto que Ia inadmisión se

ha acordado por incumplimiento de una causa legal sóIo imputa-

b le aI  propio recurrente.  La queja p lanteada carece,  pues,  de

re l leve const i tuc ional .

Por 1o expuesto, Ia Sección acuérda Ia inadmisión

del recurso por carecer Ia demanda manj-f iestamente de contenido

cons t i t uc iona l  (a r t .  50 .1 .c )  LOTC) ,  p roced iendo  e l  a rch i vo  de

Ias actuaciones.


